1er. Encuentro Nacional de las Organizaciones Interuniversitarias de la Comisión de Extensión
El 12 de diciembre de 2013 tuvo lugar el 1er. Encuentro Nacional de las Organizaciones Interuniversitarias de la Comisión de Extensión, al que fueron convocadas la Red de Extensión Universitaria (REXUNI), la red de Bienestar Universitario y Asuntos Estudiantiles (REDBIEN), al Comité Técnico del Deporte Universitario Argentino (CTDUA) y a la Comisión Interuniversitaria de Discapacidad y Derechos Humanos (CIDyDH). 

Los 4 organismos fueron recibidos por el presidente del CIN Arturo Somoza (UNCuyo), el Presidente de la Comisión de Extensión, Ingeniero Jorge Calzoni, y el Presidente de la Comisión de Asuntos Internacionales, Dr. Eduardo Rinesi.

Luego de sesionar separadamente, se realizó un Plenario de puesta en común e intercambio, cerrado con intervenciones del Director General del CIN, Lic. Gustavo Lugones y la Subsecretaria de Políticas Universitarias, Lic. Laura Alonso.

La Red de Extensión Universitaria deliberó sobre un temario que incluía el tratamiento de la marcha de la implementación del Plan Fines, próximas publicaciones, adhesión del CIN a la Campaña contra la Violencia Institucional (fue mencionada la reciente resolución CIN 896/13, y se distribuyó la fundamentación y acciones sugeridas a las universidades en el marco de esta resolución: ver Anexos I y II), el Congreso Iberoamericano Rosario 2014 y las Jornadas Nacionales de Extensión Universitaria en la Universidad Nacional de Catamarca, la adhesión a la Unión Latinoamericana de Extensión Universitaria (ULEU) y la elección de autoridades de la Red. Los detalles del tratamiento de estos temas figuran en el Acta.

Además de los temas del orden del día, se abordó el temario propuesto para el intercambio con los otros organismos convocados, que incluían: el debate del concepto de inclusión en el marco de las acciones del bienestar y la extensión, la formación profesional y compromiso social universitario en el marco de la redefinición de las funciones del bienestar y la extensión y la participación estudiantil en los proyectos sociales de extensión y voluntariado. 

Hubo acuerdo en poner el foco en el debate acerca de qué universidad queremos, antes de discutir “qué extensión” o “qué bienestar”.

Con relación al tema “Inclusión”, se aceptó que si bien es un concepto complejo, puede ser interesante como categoría para el intercambio entre Bienestar y Extensión, partiendo de la base que “inclusión no es aumentar la matrícula de ingreso a la universidad”.

Hubo acuerdo en la importancia de articular mejor Extensión con Bienestar, empezando por sincronizar agendas, compartir documentos y sistematizar las prácticas.

Se ratificó la necesidad de mantener y profundizar el involucramiento en las políticas públicas, aún con la conflictividad que eso implica, desde que implica a las universidades en la política territorial.

Fue ratificada la validez del aporte de la extensión a la formación de los estudiantes en un sentido integral, ya que en las universidades formamos ciudadanos antes que individuos con capacidades profesionales. En este contexto se reiteró la centralidad de inscribir las prácticas de extensión en la estructura curricular, y propiciar en los estudiantes y graduados la inserción en el territorio, sin caer en la “extracción” de estudiantes del territorio.

En el caso del Voluntariado universitario, se acordó en promover el protagonismo estudiantil, sin constituirnos en una burocracia que bloquee la participación, admitiendo que existen diferencias en la lógica de intervención entre Bienestar y Extensión.

Volvió a plantearse la necesidad de una reconceptualización, ya que “la palabra 'extensión' nos queda chica”.

Se manifestó la preocupación de los secretarios presentes por la dificultad para evitar la dispersión y fragmentación de las prácticas de Extensión.

Finalmente se acordó producir un comunicado para elevar al CIN, manifestándose sobre los saqueos y la sedición de las policías provinciales de estos últimos días (Anexo 3).

Anexo I

13/12/13 CAMPAÑA NACIONAL CONTRA LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL Extensión CAMPAÑA NACIONAL CONTRA LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL Resolución CE, No 896/13 Buenos Aires, 17 de 09 de 2013

VISTO:  la solicitud de adhesión a la Campaña Nacional contra la Violencia Institucional  realizada por los representantes de las Universidades Nacionales, participantes  del Segundo Plenario REXUNI 5 y 6 de julio de 2013 – Santiago del Estero. 

Y  CONSIDERANDO:  que la Campaña Nacional contra la Violencia Institucional busca desnaturalizar la  violencia en las prácticas estatales;  que la violencia institucional es un tema que preocupa y ocupa a las Instituciones  Universitarias Nacionales comprometidas con la defensa de los derechos humanos y  con los valores democráticos;  que se pretende acordar marcos generales para el trabajo conjunto de las  Instituciones Universitarias Nacionales con la Procuraduría que se ocupa de la  Violencia Institucional;  que la Campaña Nacional contra la Violencia Institucional establece un marco  multidisciplinar e interinstitucional que potenciará el trabajo en pos de mejorar  especialmente las condiciones de la comunidad universitaria y su entorno;  que la solicitud cuenta con el aval de la Comisión de Extensión.  

Por ello,  EL COMITÉ EJECUTIVO DEL  CONSEJO INTERUNIVERSITARIO NACIONAL  RESUELVE:  

Artículo 1o: Adherir a la Campaña Nacional contra la Violencia Institucional  impulsada por la Procuraduría contra la Violencia Institucional, a cargo del  Fiscal Abel Córdoba.  

Artículo 2o: Recomendar a las Instituciones Universitarias que integran el CIN que  tomen en cuenta la temática y desarrollen actividades en pos de erradicar la  violencia institucional.  

Artículo 3o: Regístrese, dese a conocer y archívese. 

Gustavo Eduardo Lugones Director General 

Arturo Roberto Somoza Presidente
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Anexo II

Propuesta de promoción de la Campaña Nacional contra la Violencia Institucional

Fundamentación 
El Consejo Interuniversitario Nacional ha manifestado su adhesión a la Campaña Nacional contra la Violencia Institucional en su resolución 896/13. 

Miles de pibes de los barrios más empobrecidos de nuestra Patria fueron y son víctimas del accionar policial, amparados en la demagogia punitiva que estigmatiza los jóvenes humildes como el germen de todos los males de la sociedad y que es repetido constantemente por los dispositivos y discursos dominantes de los grandes medios de comunicación. 

La violencia institucional es una de las asignaturas pendientes a 30 años de la recuperación ininterrumpida de la Democracia en la República Argentina. Situación que heredamos de la etapa anterior de la historia, donde la última dictadura militar (1976-1983) se cometió el genocidio más grande de la Historia Argentina, con treinta mil detenidos-desaparecidos, donde la violencia institucional fue la práctica política del estado argentino. En los últimos años la falta de respuestas y de políticas en general y la profundización de las políticas en materia de seguridad, interpretadas y desarrolladas bajo una óptica represiva, militarizada-policial y excluyente de otras reparticiones del estado; sumado a los graves casos de violencia policial que se sucedieron en los últimos años y que han tomado, en algunos casos, notorio estado público, pusieron en evidencia la inviabilidad política del modelo de seguridad sostenido históricamente y las consecuencias de la idea de sostener las políticas de seguridad excluyentemente en la autogestión de las fuerzas policiales. 

En los últimos 12 años murieron 1.893 personas en hechos de violencia institucional con participación de integrantes de Fuerzas de seguridad. 

El 49% de estas personas murió por disparos efectuados por policías que estaban en servicio. 

El asesinato de Walter Bulaclo, Miguel Brú, la Masacre de Floresta, la desaparición de Luciano Arruga, los crímenes de Cárcova (Masacre de José León Suárez), Lucas Rotella en Baradero, Sebastián Bordón en Mendoza, Nahuel Balsano en Avellaneda, Lautaro Bugatto en Burzaco, no son hechos aislados y desconectados entre sí. Todos fueron víctimas de la inseguridad policial, consecuencia de las prácticas violentas e ilegales de las Fuerzas de seguridad, como hemos dicho, herencia de los tiempos más oscuros de nuestra historia. Son tristes ejemplos que demuestran la falla de un esquema de seguridad anacrónico y funcional a un discurso dominante y que no responde a las realidades de la Nación del Bicentenario y en concordancia con el sistema político democrático que en la ultima década se viene recuperando y construyendo como nunca en la historia de nuestra Patria. 

Es tarea de programa desarmar discursos, concepciones y prácticas en torno a la seguridad basada en la lógica del "enemigo", donde el respeto y ejercicio de los Derechos Humanos aparecen como obstáculos y la seguridad queda limitada a una cuestión punitiva y directamente represiva, expresando en la función policial su única herramienta de aplicación a través del estado. 

Para resolver los problemas de Inseguridad en la sociedad, no basta con la Intervención de las instituciones que componen el sistema punitivo, ni la apelación exclusiva a las agencias policiales. Un abordaje integral de la seguridad no puede prescindir de la coordinación con otras agencias del Estado y con diferentes organizaciones de la sociedad civil. 

Hace ya más de 35 años nuestro país inició un proceso de transformación social, política, económica y cultural, que destruyó el aparato productivo, el tejido social y la cultura del trabajo dejando secuelas que hoy en día se ven en lo cotidiano y es donde se expresa lo que falta en términos de inclusión plena en un contexto democrático de desarrollo de los ciudadanos. 

Que tuvo como resultado el modelo de exclusión más perverso que conoció nuestro país, dejando a millones de personas desamparadas y despojadas de todo derecho elemental y de la negación del mismo por parte del estado. 

La política económica de exclusión de los años 90 fue acompañada por una política represiva por parte de las fuerzas de seguridad para con los más desposeídos, siendo uno de los focos de represión las y los jóvenes de los barrios, alimentando una identificación contra toda autoridad y estigmatizando la esquina como espacio de delincuentes (en esta línea, no olvidemos que hace poco, en 2001 cuando De la Rua declara el estado de sitio haciendo explícito este concepto). 
Hasta tal punto que un nuestra sociedad existe la idea construida de "Ios pibes chorros", como si el delito a la actividad delictual quedara reservada a un estrato social y no fuera un problema sistémico y transversal que afecta al conjunto de la sociedad. Esta idea paradigmático en las fuerzas de seguridad y reforzada desde los medios dominantes a través de sus dispositivos de comunicación, responde a la concepción del enemigo interno, en la década de los 70 fue la subversión la responsable de todos los males de la sociedad, hoy los pibes de las barriadas 
humildes y populares. Siempre serán los que paguen el costo, no siendo ellos los responsables directos o indirectos de la trama. La cadena siempre se rompe en el escalón mas débil.
Consideramos necesaria la discusión de la seguridad con la mirada integradora de la inclusión social y la participación. 

Por qué los medios monopólicos de comunicación los plantean como términos 
excluyentes y antagónicos? ¿y más cuando se tratan de jóvenes las principales víctimas? 

Si bien la juventud ha recuperado el rol protagónico que le había sido arrebatado en los momentos más oscuros de nuestra historia, y para bien ha puesto en contradicción las atribuciones negativas que se marcaron a fuego en los años 90, aún hoy la sociedad sigue proyectando sobre la juventud características que anidan y conviven en el conjunto de la población (una suerte de tacho de basura de los males y vicios humanos). 

El fenómeno de la "Inseguridad" justifica la existencia de dos categorías diferentes de sujetos: una la de "el ciudadano", legítimo sujeto de derechos, y otra la del "delincuente", que por su accionar, propio de su condición, era considerado como enemigo de la sociedad y por lo tanto una persona inferior, dando sustento así a discursos y prácticas racistas. 

Considerando el análisis previo de las condiciones que generan esta situación no se 
resuelven a través de las políticas de "mano dura" promovidas por medios de comunicación, resulta evidente que el problema debe centrarse en superar las condiciones de exclusión que sufren los jóvenes en base a una política Integral que promueva la integración de la juventud al sistema de trabajo formal, la Educación y la Salud Pública. 

Considerar a los jóvenes como sujetos plenos de derecho, como ciudadanos de nuestro país, implica entonces reconstruir las condiciones efectivas para que ellos puedan ejercerlos. 

Es el Estado, quien en estos últimos años volvió a asumir un rol protagónico en la 
resolución de diversas necesidades populares a través de sus políticas, el principal responsable y garante de resolver esta situación. 

Apostamos por una política integral que permita Ir reformulando el rol de las Fuerzas de seguridad en el contexto democrático, con un profundo control y participación civil, atendiendo a un mejor profesionalismo, con campos de actuación delimitados y teniendo en cuenta estándares nacionales e internacionales de protección de derechos. Destacamos la participación comunitaria y de las instituciones educativas como un factor fundamental en la discusión y creación de las políticas de seguridad en todos los niveles de gobierno. Estamos frente a un 
momento bisagra en la Historia de nuestra Patria, donde además de pensar lo urgente, hay que pensar con responsabilidad y a largo plazo, el país que dejamos a las generaciones que vienen. Ese es nuestro desafío. 

Por ende, consideramos fundamental que las Universidades de la Patria intervengan en los debates y contribuyan a poner en la Agenda Pública y Política estas discusiones. Nuestras instituciones deben tener una mayor incidencia y presencia en los problemas concretos, y en la construcción de la política de un modo coordinado y eficiente en todos sus niveles de desarrollo, de discusión y alcance. En tal sentido, sugerimos algunas de las actividades que desde la Campaña Nacional Contra la Violencia Institucional se viene sistematizando: 
Actividades sugeridas 
Talleres si te detienen. Conceptos para la identificación de derechos ciudadanos. Identificar como es legal y constitucionalmente un proceso de detención. 

Articulación con la asesoría legal de abogados de la Campaña la cual recepciona denuncias. Como así también la creación de nuevas asesorías desarrolladas en el marco de las Universidades. 

Trabajo de campo. Observatorio de violencia institucional. Generación de conceptos y nuevas herramientas teóricas y propuestas de abordaje. 

Espacios de Acompañamiento y contención a las víctimas. 

Charlas, Jornadas, cátedras abiertas, talleres, seminarios. Desde la Campaña se ha realizado, entre otros, el seminario de debate: "Desafíos del bicentenario. Seguridad e inclusión social". 

Construcción de redes comunitarias para la prevención y reducción de la vulnerabilidad de los jóvenes en conflicto con la ley penal. 

Encuentros multidisciplinarios y multiagenciales en materia de seguridad y violencia institucional. 

Fomento de actividades culturales y deportivas. (cortometrajes, revistas, torneos de fútbol

Cine-debate. Existe un convenio con el INCAA que ha sistematizado obras  cinematográficas referentes al tema. 

Practicas pre-profesionales. Trabajo práctico en el territorio. Proyectos de Extensión universitaria. 

Difundir casos emblemáticos de las provincias o regiones, generando actividades o recuperación de espacios físicos para homenajear a las víctimas de violencia institucional bajo la consigna de los Derechos Humanos en Democracia, Memoria, Verdad y Justicia. 
Como primer actividad del año se propone que todas las universidades Difundan y trabajen la fecha del 08 de Mayo, Día Nacional de La Lucha Contra La Violencia Institucional. Ley Nro. 26.811 (Día que se toma como referencia la Masacre de Budge (Lomas de Zamora - 08 de Mayo de 1987) 

Anexo III

Buenos Aires, 12 de diciembre de 2013

Desde el plenario de la Red Nacional de Extensión Universitaria y con el respaldo de la mayoría  de los representantes de las Universidades presentes, celebramos estos 30 años de democracia y abogamos por seguir construyendo una Patria para todos. 

La Universidad Argentina ha sido y sigue siendo un actor clave en la construcción de la democracia y es central que redoblemos  esfuerzos para fortalecer nuestro trabajo en pos de garantizar la vigencia de los derechos humanos, promover la inclusión de todos los sectores sociales y trabajar cotidianamente en la construcción de una sociedad más justa. 

Frente a los hechos de público conocimiento  producidos en la última semana por sectores de policías de muchas provincias argentinas, la REXUNI solicita al Consejo Interuniversitario Nacional que se repudien todos los hechos que pusieron en riesgo el proceso democrático y solicite que se realicen las investigaciones necesarias para desactivar las redes de ilegalidad que hicieron posibles estas acciones sediciosas. A su vez, nos solidarizamos con las víctimas de los hechos de violencia y ponemos a disposición nuestras casas de estudio como espacios de diálogo para fortalecer las  instituciones democráticas. 

